El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / CALIDAD DEL PROPIETARIO DEL VEHÍCULO / COMPARECE AL PROCESO COMO GUARDIÁN DEL MISMO Y NO COMO TERCERO CIVILMENTE RESPONSABLE / POR ENDE, NO EL ES APLICABLE EL TÉRMINO DE PRESCRIPCIÓN DE TRES AÑOS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 2358 DEL CÓDIGO CIVIL.
De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 328 del Código General del Proceso, le corresponde establecer si se produjo la prescripción de la acción de responsabilidad civil extracontractual que promovieron los impugnantes, con fundamento en el inciso 2º del artículo 2358 del Código Civil que la consagra en tres años cuando se demanda a los terceros civilmente responsables, o si como aquellos lo alegan, esa prescripción es de diez años, porque al demandado se le endilga responsabilidad en su calidad de propietario del vehículo en el que se movilizaba la víctima  del accidente y por tanto, no interviene en el proceso con la calidad a que se refirió el juzgado de primer grado. (…)
En la sentencia de primer grado se declaró el juzgado probada la excepción de prescripción, con fundamento en el inciso 2º del artículo 2358 del Código Civil, pues tuvo al demandado, propietario del vehículo siniestrado, como tercero civilmente responsable, con fundamento en que no tenía la custodia y guarda de la cosa con la cual se causó el perjuicio. Esa decisión la adoptó, a pesar de que el citado señor, al dar respuesta al libelo y formular excepciones, no negó ser el guardián del vehículo en el que como pasajera se desplazaba la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín.

Se ha dicho que la sola condición de propietario de la cosa con la que se ejecuta una actividad peligrosa es suficiente para fijar en esa persona una eventual responsabilidad por los perjuicios que con ella se causen, percepción que surge de la presunción de control y cuidado que ejerce sobre ellas, sin que se le pueda exonerar porque no detente físicamente la cosa, pues lo fundamental es que se posea el poder de mando en relación con ella, que supone un poder intelectual de control y dirección de la misma o de percibir beneficios de la misma, presunción que solo se desvirtúa cuando se demuestra que ya no ostenta sobre la cosa, tal calidad. (…)
Entre los diferentes tipos de responsabilidad civil extracontractual, según el origen del daño, existen aquella que se produce por el hecho propio o directa, que en términos generales consagra el artículo 2341 del Código Civil; la que tiene su génesis en el hecho ajeno, a que se refieren los artículos 2347, 2348 y 2349 del mismo código y la responsabilidad por actividades peligrosas de la que se ocupa el artículo 2356 ibidem.

En este caso, se está frente a una responsabilidad de la última especie como desde tiempo atrás lo tiene decantado la jurisprudencia de la CSJ que considera como actividad peligrosa el transporte automotor… 

A esa especie de responsabilidad no le es aplicable el término de prescripción a que se refiere la norma que se acaba de leer, cuando se demanda al propietario del vehículo causante del daño, como acaeció en el caso concreto, pues como se ha explicado, el accionado que interviene en esa calidad se le considera su guardián y no un tercero civilmente responsable.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Proceso:

Ordinario de responsabilidad civil extracontractual
Procedencia:

Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira
Radicado:

66001-31-03-002-2015-00085-01

Demandantes:
1. Gloria Patricia Buitrago Guarín
2. Jorge Hernán Loaiza Taborda 
3. Leandro Loaiza Buitrago
Apoderado:

Luis Fernando Hernández Meza
Demandado:

José Belzar Rodríguez Rico
Apoderado:

Jorge Alberto Gaviria Fernández 

Llamada en garantía:
QBE Seguros S.A.

Apoderada:

Carolina Gómez González
Sentencia de 1ª:
Marzo 20 de 2018
Fecha audiencia:
Abril 22 de 2019, 2 pm. 

HECHOS: El 11 de abril de 2010, a las 6 am, cuando la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín se desplazaba como pasajera hacia la ciudad de Cali, en el bus marca Daewoo, de placa WTH-839, afiliado a la empresa Transportes Especiales del Otún S.A.S TEO TOURS, servicio público, con póliza de seguros QBE SEGUROS S.A., conducido por el señor Alirio Segura Salinas, a la altura de la vía Andalucía – Cerritos, colisionó con el vehículo tipo tracto-camión, marca Ford cargo, de placa SRN-665, servicio público, afiliado a la empresa Transportadora Al Momento S.A., con póliza de seguros Agrícola de Seguros S.A., conducido por el señor Juan Carlos Vargas Vanegas, ocasionándole politraumatismos y lesiones en diferentes partes del cuerpo, valoradas y dictaminadas por Medicina Legal, que le otorgó una incapacidad definitiva de 75 días y secuelas consistentes en: “Deformidad física que afecta el cuerpo, de carácter permanente. Perturbación funcional de miembro inferior derecho de carácter permanente; perturbación funcional de órgano de la locomoción de carácter permanente”. Por estos hechos, y ante el fallecimiento de los conductores de los vehículos involucrados en el accidente, se adelantó investigación penal en la Fiscalía 36 Seccional del municipio de Zarzal, Valle. De acuerdo con lo manifestado por la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín, el accidente se produjo, según lo dictaminó la autoridad judicial competente, por la imprudencia del conductor del bus “…quien presuntamente se quedó dormido…”, lo cual, compromete no solamente su responsabilidad, sino también la del dueño del vehículo y la de la empresa transportadora, pues se le ocasionaron a la pasajera, no solamente lesiones, sino secuelas en su humanidad, razones suficientes para que asuman la responsabilidad solidaria en los hechos y le resarzan los perjuicios ocasionados, tanto morales como materiales; la demanda que se instaura es de responsabilidad civil extracontractual, pues no se incumplió el contrato de transporte que tenían las partes.
PRETENSIONES: i) se declare que entre la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín y la empresa Transportes Especiales del Otún S.A.S. TEO TOURS, representada legalmente por el señor José Belzar Rodríguez Rico, se celebró un contrato de transporte de pasajeros, en relación con el bus de placa WTH-839 propiedad del representante legal de la citada empresa transportadora; ii) se declare que la empresa de Transportes del Otún S.A.S. TEO TOURS, representada legalmente por el señor José Belzar Rodríguez Rubio, y este como propietario del vehículo de placa WTH-839, son civil y solidariamente responsables de todos y cada uno de los daños materiales y morales ocasionados a la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín, en el accidente de tránsito ocurrido el 11 de abril de 2010, en la vía Zarzal-La Paila, en la modalidad de daño emergente, lucro cesante, perjuicios morales y perjuicios fisiológicos; iii) como consecuencia de la declaración anterior, se les condene a pagar: a) por daños morales, 100 smmlv para cada uno de los demandantes y 50 más por el daño a la vida de relación y, b) el daño emergente y el lucro cesante a favor de la señora Gloria Patricia Buitrago Marín, que resulten probados en el proceso; iv) que las sumas reconocidas sean debidamente indexadas y  sobre ellas se reconozcan los respectivos intereses y; iv) se les condene a pagar las costas del proceso.  

RESPUESTA TRANSPORTES ESPECIALES DEL OTÚN S.A.S., TEO TOURS Y JOSÉ BELZAR RODRÍGUEZ RUBIO: Luego de declarada una nulidad, lo hicieron por medio de apoderado común. Aceptaron parcialmente los hechos de la demanda. Se opusieron a las pretensiones y como excepciones principales de fondo  formularon las de i) prescripción y; ii) caducidad de la acción y prescripción del derecho de los terceros. Como subsidiarias las de i) la causa eficiente del accidente fue el hecho de un tercero; ii) no estar obligado a responder e indemnizar a las demandantes; iii) indebida acumulación de demandas y iv) la genérica. (F. 126 y ss C 1)
Con motivo de la excepción previa propuesta por la empresa Transportes Especiales del Otún, de inexistencia de la sociedad demandada, la que prosperó, se rechazó la demanda respecto de ella.

PRONUNCIAMIENTO SOBRE EXCEPCIONES: Oportunamente se ejerció tal derecho, y conviene resaltar que entre otras cosas, alegó que como la acción que instauró es de naturaleza extracontractual, no se aplican las normas sobre prescripción de las acciones derivadas del contrato de transporte, sino las del CC, concretamente el art. 2356 que consagra tal término en 10 años.

LLAMAMIENTO EN GARANTÍA: El señor José Belzar Rodríguez Rico  llamó en garantía a la sociedad QBE Seguros S.A. Esta, por medio de abogada, contestó la demanda para manifestar que no le constaban los hechos. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo, formuló las que denominó “causa extraña”, “ausencia en el cumplimiento de la carga probatoria de cada uno de los elementos de la responsabilidad”, “excesiva cuantificación de perjuicios inmateriales y ausencia de derecho de las víctimas indirectas para solicitar indemnización por daño a la vida de relación o a la salud”; “ausencia de prueba de perjuicios materiales”; “prescripción de las acciones directas o indirectas provenientes del contrato de transporte”; y “la genérica”. 
Sobre el llamamiento en garantía, se opuso a las pretensiones y  planteó las excepciones de “prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro”; “limitación de valor asegurado en la póliza de responsabilidad civil transporte de pasajeros No. 000705407958”; “ausencia de cobertura de perjuicios para las supuestas víctimas indirectas en la póliza integral de transporte de pasajeros No. 104142001257”; y “ecuménica”.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 20 de marzo de 2018. En ella, el juez de primera instancia negó las pretensiones de la demanda elevadas por la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín, pues respecto de ella, encontró falta de legitimación en la causa por activa. También negó las que hicieron los codemandados Leandro Loaiza Buitrago y Jorge Hernán Loaiza Taborda, por haberse configurado la excepción de mérito de prescripción de la acción. 

Para adoptar la primera de tales decisiones, consideró que como la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín, fue participe del contrato de transporte cuya declaración se pretende, no estaba legitimada para invocar una responsabilidad civil extracontractual “… le incumbía probar la acción de responsabilidad contractual derivada del contrato de transporte…”. Para sustentar la segunda, dijo que como el señor José Belzar Rodríguez Rico como propietario del vehículo siniestrado, y a la empresa transportadora como guardián de la cosa, la responsabilidad que le cabe al citado señor, es la que tiene que ver con las cosas inanimadas, es decir, la que proviene de un tercero civilmente responsable; por ende, la prescripción que opera es la de tres años prevista en el inciso 2º del artículo 2358 del Código Civil, que se cumple en el sub judice, como quiera que  desde la ocurrencia del accidente hasta la convocatoria de la conciliación prejudicial y la consecuente restauración de ese término, hasta la presentación de la demanda, corrió ese plazo.
APELACIÓN: Inconforme con el fallo, el apoderado de los demandantes lo impugnó. Dijo en esta sede: “Muy amable su señoría, respetuosamente y atendiendo lo dispuesto por su señoría me permito sustentar adecuadamente la apelación que se hiciera en su momento ante el Juez de primera instancia respecto de la sentencia que denegó las pretensiones de la demanda, en el caso particular considero Honorables Magistrados que la sentencia que hoy genera mi inconformidad ha sido indebidamente soportada por el juez a-quo en la normatividad en que apoya sus argumentaciones para desestimar las pretensiones de la demanda y declarar la prescripción de la acción perpetuada por los señores Jorge Hernán Loaiza Taborda y Leandro Loaiza Buitrago, de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 2358 del Código Civil. Considero respetuosamente que el inciso segundo del artículo 2358 de nuestro ordenamiento civil no tiene los alcances legales que el sentenciador del primer grado le ha otorgado; siendo bien clara la posición sustantiva, disposición sustantiva cuando preceptúa en su segundo inciso que las acciones conforme a las disposiciones de este capítulo prescriben en 3 años contados desde la perpetración del acto, cuando de su lectura sin afanes de interpretación se infiere Honorables Magistrados que la reparación solicitada en primera instancia y negada por el señor juez de conocimiento se aparta de tales preceptivas, toda vez que no hay una menor duda que la responsabilidad deprecada en la demanda está soportada en la afectación padecida por los demandantes en cuanto a las lesiones personales gravosas que sufrió su esposa y madre Gloria Buitrago, en el accidente de tránsito ocurrido en la mañana del 10 de abril del 2010, cuando se desplazaba como pasajera dentro del bus de placas WTH839 de propiedad del señor José Belzar Rodríguez Rico, quien bajo ningún contexto puede considerarse como tercero civilmente responsable, toda vez que siendo propietario del automotor siniestrado y socio activo de la empresa a la cual se encontraba afiliado, lo ubica en la posición de responsable directo frente a este caso específico, y como tal los términos de prescripción no apuntan a los tres años que la sentencia proferida por el a-quo determina.

Muy por el contrario señores jueces colegiados, atendiendo los mandamientos del artículo 2549 del Código Civil, tendremos que orientar nuestra atención a revisar los términos de prescripción para esta clase de acciones como la propuesta por los señores Jorge Hernán Loaiza Taborda y Leandro Loaiza Buitrago, en el entendido que el señor José Belzar Rodríguez Rico como dueño del automotor se convierte en empleador y debe responder por los daños causados por sus empleados o trabajadores. 

Siendo del caso recabar y de acuerdo a importantes pruebas traídas del proceso penal que obran en este expediente, todo indica que el generante del hecho fue el conductor del bus de propiedad del demandado tal y como se discriminó y especificó en los alegatos de conclusión, trayendo a colación las implicaciones legales del informe de tránsito y de la solicitud de preclusión de la investigación.

Continuando con tales discusiones, la responsabilidad del propietario y la transportadora jamás podrá ser considerada como la responsabilidad de un tercero, de tal manera que tratándose del señor José Belzar Rodríguez Rico, la responsabilidad en esta causa es directa y como tal el término prescriptivo es de 10 años; es así que tal y como lo señaló el señor Juez de primer grado, este caso debió estudiarse y decidirse en cuanto a los principios de responsabilidad de las personas y no de las cosas; respetuosamente lo digo, erróneamente lo analizó y decidió, máxime si se tiene en cuenta que no hay prueba alguna en la que se haya probado que el bus, cosa o bien inanimado se desengranó, estalló inexplicablemente o se fue encima de la tractomula sin que estuviera conducida por alguien en especial; obvió el sustanciador de primer grado que el automotor que colisiona el pesado camión estaba siendo conducido por el señor  José Alirio Salinas Segura Salinas y que acorde a los documentos legítimos que se suscribieron sobre el caso, es evidente la invasión del carril por parte del conductor del bus, como si se tratare de una falla humana de la cual debe responder el dueño del automotor quien además es socio de la empresa a la cual estaba afiliado el velocípedo tal y como lo manifestó en interrogatorio de parte que se le formuló y lo enseña el certificado de existencia y representación de la sociedad demanda.

En este orden de ideas considero Honorables Magistrados, que si aceptáramos en gracia de discusión lo planteado por el Juzgado en la sentencia cuando argumentó que la guarda y custodia del bus siniestrado estaba radicado en la empresa, es imposible desprender al propietario y transportadora por el principio de solidaridad toda vez que siendo de responsabilidad del señor José Belzar Rodríguez Rico demostrar tal hecho, no se hizo, no obstante en el certificado de existencia y representación de la empresa de la cual se encontraba afiliado el bus, aparece el señor Rodríguez Rico como socio de la empresa y por ende como coadministrador del vehículo, es así como funge en calidad de miembro principal de la junta directiva y en algunos casos ejerciendo como gerente encargado tal y como se aprecia en el certificado de existencia y representación que obra en el proceso y el que se adjunta a este documento.

Una situación que ofrece reparo mayor en cuanto a la controversial decisión del Juzgado Segundo Civil del Circuito, es el que tiene que ver con la desestimación de las pretensiones por prescripción en cuanto al señor Leandro Loaiza Buitrago, toda vez que se obvio por parte del sentenciador que cuando se solicitó la conciliación y cuando se radicó la demanda, Leandro era menor de edad, contaba con escasos 12 años de edad puesto que nació el 27 de julio de 1999, de tal manera que era incapaz y como tal no podía asumir las consecuencias derivadas de un declaratoria de esta naturaleza, máxime si se tiene en cuenta que la mayoría de edad la cumplió el pasado 27 de julio de 2017, pudiendo desde aquella época ejercer derechos y contraer obligaciones.

De tal manera Honorables Magistrados, que en cualquier caso el término prescriptivo para el señor Leandro empezó a contar a parir del 28 de julio de 2017, por lo cual se determina que la prescripción no podía operar, aceptarlo sería tanto como lesionar sus intereses de todo orden, razón por la que se adjunta ante el Juzgado de conocimiento con este escrito el poder que me otorga Leandro para que lo siga representando dentro del proceso, reiterando la consecuencia que el termino prescriptivo es de 10 años. 

Considero Honorables Magistrados miembros de la Sala Civil – Familia, que la prescripción fallidamente decretada por el señor Juez de primer grado, razón por la cual, por la que en fundamento en estos argumentos, la sentencia proferida en primera instancia debe ser revocada y en su remplazo proferir una sentencia de segundo grado que declare civilmente responsable a los demandados.  Invoco como fundamentos de derecho el artículo 320 y siguientes del C.G.P., muy amable señora Magistrada”.

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpusieron los señores Jorge Hernán Loaiza Taborda, y Leandro Loaiza Buitrago, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 20 de marzo de 2018, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que promovieron los impugnantes y la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín, contra el señor José Belzar Rodríguez Rico, en el que se llamó en garantía a QBE Seguros S.A., pues aunque la demanda se dirigió también contra la sociedad Transportes Especiales del Otún S.A.S. Teo Tours, al prosperar la excepción previa de su inexistencia, aquella se rechazó. 

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2. Lo relacionado con la legitimación en la causa fue asunto que solo analizó el juzgado de primera sede respecto de la señora Gloria Patricia Buitrago Marín, para negar las pretensiones que elevó, al encontrar que de ella carecía, asunto ajeno al recurso de apelación y del que por tanto, no se ocupará este Tribunal. 

Y aunque dijo que lo estaban los otros dos accionantes, no fundamentó su conclusión y nada dijo sobre la legitimación por pasiva. Esas omisiones las suplirá la Sala.

2.1 Por activa, lo están los señores Jorge Hernán Loaiza Taborda y Leandro Loaiza Buitrago, víctimas indirectas o de rebote, en sus calidades de cónyuge e hijo, en su orden, de la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín, esta, víctima directa del accidente de que dan cuenta los hechos de la demanda, tal como lo acreditan las copias de los registros de origen notarial que se aportaron con la demanda y que obran a folios 38 y 40 del cuaderno No. 1.  
2.2 Por pasiva lo está el señor José Belzar Rodríguez Rubio, propietario del vehículo de placa WTH-839, con el que se causó el accidente, como lo demuestra el certificado de tradición expedido por la Secretaría de Tránsito y Transportes de Ibagué, que reposa a folio 6 del cuaderno No. 1.

3. De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 328 del Código General del Proceso, le corresponde establecer si se produjo la prescripción de la acción de responsabilidad civil extracontractual que promovieron los impugnantes, con fundamento en el inciso 2º del artículo 2358 del Código Civil que la consagra en tres años cuando se demanda a los terceros civilmente responsables, o si como aquellos lo alegan, esa prescripción es de diez años, porque al demandado se le endilga responsabilidad en su calidad de propietario del vehículo en el que se movilizaba la víctima  del accidente y por tanto, no interviene en el proceso con la calidad a que se refirió el juzgado de primer grado.

No sobra advertir que el juzgado encontró acreditados los elementos de la responsabilidad civil extracontractual. 
4. En la sentencia de primer grado se declaró el juzgado probada la excepción de prescripción, con fundamento en el inciso 2º del artículo 2358 del Código Civil, pues tuvo al demandado, propietario del vehículo siniestrado, como tercero civilmente responsable, con fundamento en que no tenía la custodia y guarda de la cosa con la cual se causó el perjuicio. Esa decisión la adoptó, a pesar de que el citado señor, al dar respuesta al libelo y formular excepciones, no negó ser el guardián del vehículo en el que como pasajera se desplazaba la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín.
Se ha dicho que la sola condición de propietario de la cosa con la que se ejecuta una actividad peligrosa es suficiente para fijar en esa persona una eventual responsabilidad por los perjuicios que con ella se causen, percepción que surge de la presunción de control y cuidado que ejerce sobre ellas, sin que se le pueda exonerar porque no detente físicamente la cosa, pues lo fundamental es que se posea el poder de mando en relación con ella, que supone un poder intelectual de control y dirección de la misma o de percibir beneficios de la misma, presunción que solo se desvirtúa cuando se demuestra que ya no ostenta sobre la cosa, tal calidad. Así lo ha enseñado la jurisprudencia:
“… En el fondo, al que tiene el poder de control se le carga y exige el cumplimiento de la obligación de custodia y guarda de la cosa con la cual se causa el perjuicio. Esa guardianía en principio recae en el propietario pero puede desvirtuarla éste si demuestra que transfirió ese poder sobre la cosa a otra persona o si esta le fue arrebatada, porque lo que en últimas está en juego es, más que la guarda jurídica, una especie de obligación de quien material o intelectualmente manipula y se vale de una cosa, que ella no cause perjuicios a terceros. Más, preciso es establecer que todo cuanto viene dicho, referido a las cosas peligrosas, la Corte lo ha venido aplicando con propiedad y a tono con el artículo 2356, a la actividad que con cosas o sin ellas son riesgosas; y así, el guardián de esta se hace responsable de los daños en los términos de tal precepto…
No requiere el concepto que se examina que se tenga físicamente la cosa para ser guardián de ella pues lo fundamental es que se posea el poder de mando en relación con la cosa, lo que supone un poder intelectual de control y dirección de la misma. Asimismo, debe recalcarse que la Corte pregona la calidad de guardián en quien obtiene provecho de todo o parte del bien mediante el cual realiza la actividad caracterizada por su peligrosidad. Ha prohijado la figura de la guarda compartida, pues “no es extraña la concurrencia de varias personas que, desde diversos ángulos y en atención a sus propios intereses o beneficios, pueden ejercer al tiempo y a su manera la dirección o control efectivo de aquellas y que a todas les impone el deber jurídico de impedir que se convierta en fuente de perjuicios para terceros” (SC-008 sentencia del 22 de abril de 1997, rad. n°.. 4753)….” (Sentencia SC4750-2018, del 31 de octubre de 2018, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco). 

En el presente evento, probado está, que para la época del accidente, abril 11 de 2010, el derecho de dominio del automotor se encontraba en cabeza del demandado, tal como se indicó al analizar la legitimación en la causa por pasiva, razón suficiente para considerarlo su guardián, pues lo contrario no fue objeto de controversia en el plenario.

5. Dice la norma del CC en que sustentó el juzgado su decisión de declarar probada la excepción de prescripción: “Las acciones  para la reparación del daño que puedan ejercitarse contra terceros responsables, conforme a las disposiciones de este capítulo, prescriben en tres años contados desde la perpetración del acto”.

Entre los diferentes tipos de responsabilidad civil extracontractual, según el origen del daño, existen aquella que se produce por el hecho propio o directa, que en términos generales consagra el artículo 2341 del Código Civil; la que tiene su génesis en el hecho ajeno, a que se refieren los artículos 2347, 2348 y 2349 del mismo código y la responsabilidad por actividades peligrosas de la que se ocupa el artículo 2356 ibidem.

En este caso, se está frente a una responsabilidad de la última especie como desde tiempo atrás lo tiene decantado la jurisprudencia de la CSJ que considera como actividad peligrosa el transporte automotor. Así lo ha dicho por ejemplo en sentencias SC12994-2016 del 15 de septiembre de 2016, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco y SC2107-2018 del 12 de junio de 2018, con ponencia del Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, para solo citar algunas. 

A esa especie de responsabilidad no le es aplicable el término de prescripción a que se refiere la norma que se acaba de leer, cuando se demanda al propietario del vehículo causante del daño, como acaeció en el caso concreto, pues como se ha explicado, el accionado que interviene en esa calidad se le considera su guardián y no un tercero civilmente responsable. Al respecto, ha dicho  la jurisprudencia de la misma Corporación: 
“En cuanto a la excepción de “prescripción” de la acción civil, con base en que la sociedad demandada es un tercero civilmente responsable, es preciso puntualizar que en efecto dicha calidad la ostenta pero sólo frente a la acción penal, porque en relación con este proceso civil, fue convocada como responsable directa del hecho ilícito, en el carácter de propietaria del vehículo causante del daño, y como tal su guardián; correspondiendo el término de prescripción de las acciones ordinarias de 20 años (Art. 2536 C.C.), que ni por asomo aquí se cumple; en igual medida se descarta la excepción basada en la intervención del “hecho de un tercero”, en cuanto se haya referida al conductor del mismo vehículo.”  Se trata de una sentencia del 7 de septiembre de 2001, con ponencia del Dr. Silvio Fernando Trejos Bueno, dictada en expediente No. 6171.

De otro lado, el demandado, al formular la excepción de prescripción, no invocó la norma del CC a la que acudió el juzgado, sino al artículo 993 del C. Co que no tiene aplicación en este caso, en el que no se controvirtió la responsabilidad contractual en la ejecución de un contrato de transporte, sino la responsabilidad extracontractual en el ejercicio de una actividad calificada como peligrosa.

Al respecto, dijo la misma Corporación:

“9. Se deduce de lo analizado que al no haberse apoyado la demanda promovida por los actores en el contrato de marras, (se refiere a un contrato de transporte) no se aplica el término de prescripción a que alude la citada disposición del Estatuto Mercantil, sino el lapso general contemplado en el 2536 del Código Civil, como lo ha entendido de tiempo atrás la jurisprudencia, al no consagrarse un plazo especial.

En ese sentido esta Corporación en sentencia sustitutiva de 30 de junio de 2005 exp. 1998-00650-01, expuso que la “prescripción de las acciones derivadas del contrato de transporte no está llamada a prosperar, por cuanto la responsabilidad de los demandados se reclamó por la vía de la responsabilidad extranegocial, que no está sujeta a los plazos que para la extinción de las acciones resultantes del referido pacto consagra el artículo 993 del Código de Comercio”. (Sentencia del 5 de abril de 2011, Magistrada Ponente, RUTH MARINA DÍAZ RUEDA, expediente 66001-3103-003-2006-00190-01)

6. Se concluye de lo expuesto, que en este caso, en el que se está frente a la responsabilidad civil extracontractual por el ejercicio de una actividad considerada peligrosa, dirigida contra el propietario del vehículo con el que se causó el daño, no resulta aplicable el artículo 2358 del CC, que regula la prescripción de aquella acción cuando se demanda a terceros responsables, sino el 2536 de la misma obra, modificado por el 8º de la ley 792 de 2002, que en términos generales establece en 10 años la prescripción de la acción ordinaria.

Ese término no alcanzó a correr desde cuando ocurrió el accidente, el 11 de abril de 2010, hasta cuando se formuló la demanda, el 15 de febrero de 2015.

Por tal razón, como la excepción de que se trata no estaba llamada a prosperar, se revocará el fallo de primera instancia que la declaró probada.

7. Corresponde ahora resolver las demás excepciones de fondo propuestas por el demandado. 

7.1 Los argumentos a los que acudió para sustentar la de caducidad de la acción y prescripción del derecho de los terceros, son los mismos que se analizaron por la Sala para concluir que no se probó la que ya se estudió. No es menester volver sobre ellos.

7.2 Se propuso además como medio exceptivo la que nominó “causa eficiente del accidente fue el hecho de un tercero”. Se indicó que el origen de la colisión, que permitió al conductor perder el control del vehículo, fue un charco o reguero de aceite existente en el carril por el cual transitaba, hecho imprevisible e inevitable que se atribuye al encargado del cuidado y mantenimiento de la vía, y que considera demostrado con las pruebas obtenidas por la Fiscalía General de la Nacional, al conocer del accidente, fundamentalmente un informe del cuerpo de bomberos de la ciudad de Zarzal.

Al proceso se incorporó copia de un oficio dirigido por el sargento de esa última entidad a “Proascol” (F 21, C 1), el 1º de junio de 2010, en el que se certifica que el 11 de abril de ese año, una vez terminadas las labores Bomberiles realizadas con motivo del accidente de tránsito a que se refieren los hechos de la demanda con la que se inició este proceso, “…se regó cisco y se lavó la calzada por que había combustible sobre ésta”.
De ese documento no se infiere con certeza que la causa de aquel hecho haya sido la que invoca el demandado; eso no es lo que expresa el documento referido. 

Tampoco de las copias enviadas por la Fiscalía 36 Seccional de Zarzal, Valle del Cauca, que obran en el volumen II del cuaderno principal, tomadas del proceso penal que se adelanta por el punible de homicidio culposo en el que perdieron la vida los conductores de los vehículos involucrados en el accidente. En ellas aparece un acta de inspección a lugares, realizada por la Policía de Carreteras de La Paila, al sitio donde se produjo aquel hecho, el mismo día en que ocurrió y en ella se describe el lugar de la diligencia, incluyendo los hallazgos y procedimientos realizados, para lo que al caso interesa, así: “Se trata de una vía púbica que de Andalucía conduce a Cerritos, a la altura del kilómetro 25 + 65 metros, donde se observa una calzada de doble sentido vial, con líneas blancas en sus extremos ……el material de la calzada es asfalto en buen estado, con iluminación natural, condición climática lluvia, vía húmeda…” (F.245 y 246, C 1, V II). En ese documento ni se hace mención a la existencia de aceite sobre  la carretera, ni a la causa de aquel hecho. 
Así las cosas, se infiere que el demandado no cumplió la carga que le impone el artículo 167 del Código General del Proceso, pues no probó que el accidente ocurrió por un causa extraña que rompiera el nexo causal. Por tanto, la excepción que se analiza, tampoco está llamada  a prosperar.

7.3 Propuso también el demandado la que denominó “No estar obligado a responder e indemnizar al menor demandante”. Se sustentó diciendo que como el demandado no es responsable de las lesiones que sufrió la señora Gloria Patricia Buitrago, tampoco está obligado a indemnizar a los actores.

Como ya se expresara, no probó el accionado la existencia de una causa extraña que lo exonerara de la responsabilidad que se le imputa, por ende no hay que hacer consideraciones adicionales para concluir que no prospera esta excepción. 

7.4 La de indebida acumulación de demandas debió proponerse como previa, en razón a que como tal la tiene prevista el legislador en el artículo 100, numeral 5º del CGP, pues los hechos en que se fundamenta no están dirigidas a enervar las pretensiones de la demanda. De todos modos puede decirse que en el asunto bajo estudio ni siquiera se acumularon pretensiones con fundamento en las responsabilidades contractual y extracontractual. Los hechos y las declaraciones solicitadas  solo se refieren a las de esta última especie.

8. Como el juzgado de primera sede encontró demostrados los elementos de la responsabilidad civil extracontractual y en razón a que las excepciones de fondo no están llamadas a prosperar, se estudiará lo relacionado con las indemnizaciones que reclaman los demandantes respecto de los cuales han de prosperar las pretensiones.
8.1 Por perjuicios morales reclamaron una suma equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno.

El perjuicio moral es indeterminable y de naturaleza extrapatrimonial, lo que ha permitido al juez ejercitar el arbitrium judicium en su reparación y como lo ha aceptado de vieja data la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, más que ostentar un carácter resarcitorio, cumple una función paliativa, tratando con ella de obtener que la víctima reciba una compensación suficiente, acorde con la aflicción. 

Su reparación pecuniaria conlleva una fuente de alivio frente al dolor sufrido, de manera tal que se proporcione al perjudicado una satisfacción por el que se le causó, una razonable retribución para quien resultó menoscabado en sus intereses no patrimoniales.

Aunque para establecer su cuantía corresponde al juez obrar según su prudente arbitrio, la existencia personal del daño sufrido debe ser acreditada, así como la intensidad del agravio, aspecto sobre el cual dijo la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC21828-2017, del 19 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Álvaro Fernando García Restrepo, en proceso con radicación No. 08001 -31-03-009-2007-00052-01: 

“En el empeño de encarar directamente el asunto, la Sala precisa que, para la valoración del quantum del daño moral en materia civil, estima apropiada la determinación de su cuantía en el marco fáctico de circunstancias, condiciones de modo, tiempo y lugar de los hechos, situación o posición de la víctima y de los perjudicados, intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, aflicción o pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado del fallador.

 
Por consiguiente, la Corte itera que la reparación del daño causado y todo el daño causado, cualquiera sea su naturaleza, patrimonial o no patrimonial, es un derecho legítimo de la víctima y en asuntos civiles, la determinación del monto del daño moral como un valor correspondiente a su entidad o magnitud, es cuestión deferida al prudente arbitrio del juzgador según las circunstancias propias del caso concreto y los elementos de convicción. 

Al respecto, ‘[d]entro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales’ (artículo 16 de la Ley 446 de 1998 ; cas. civ. sentencias de 3 de septiembre de 1991, 5 de noviembre de 1998 y 1º de abril de 2003), es decir, se consagra el resarcimiento de todos los daños causados, sean patrimoniales, ora extrapatrimoniales, aplicando la equidad que no equivale a arbitrariedad ni permite ‘valoraciones manifiestamente exorbitantes o, al contrario inicuas y desproporcionadas en relación con los perjuicios sufridos’ (CSJ, SC del 18 de septiembre de 2009, Rad. n.° 2005-00406-01…). 

…Como se ve, pese a que para la cuantificación de uno y otro perjuicio, es decir, del moral y del concerniente con la vida de relación, los jueces deben proceder conforme su prudente juicio, la determinación que adopten al respecto no puede carecer de fundamentos objetivos y, mucho menos, ser caprichosa o arbitraria, sino que, por el contrario, debe estar siempre fincada en las precisas circunstancias fácticas del caso sometido a su conocimiento. 

Con otras palabras, cabe señalar, en apretada síntesis, que la fijación del quantum de la respectiva indemnización depende de la intensidad de dolor sufrido por la víctima, en el caso del daño puramente moral…”

En la sentencia de primera sede se consideró probado el daño con el dictamen rendido por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, sede Pereira, que da cuenta de la incapacidad y de las secuelas del accidente del que resultó víctima la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín, del que dedujo su existencia para la víctima directa del accidente y sus familiares; respecto de estos, dijo se presume. Tal conclusión no fue controvertida por el apoderado de la parte demandada al formular sus alegatos en esta sede. 
En ese documento, del 8 de noviembre de 2010, que obra a folios 4 y 5 del cuaderno principal, se describen las lesiones que sufrió la citada señora con motivo del accidente acaecido el 11 de abril de 2010, como pasajera de un bus; se determinó en 75 días su incapacidad  y como secuelas se señalaron las siguientes: “Deformidad física que afecta el cuerpo, de carácter permanente; Perturbación funcional de miembro inferior derecho de carácter permanente; Perturbación funcional de órgano de la locomoción de carácter permanente. NOTAS: NO REQUIERE DE NUEVO RECONOCIMIENTO MÉDICO LEGAL”.

Aunque no puede desconocer esta corporación el sufrimiento que han debido experimentar el esposo y el hijo ante las lesiones que sufrió la  víctima directa del accidente, se considera excesiva  la cuantía en que fueron reclamados los perjuicios morales, teniendo en cuenta que la Corte Suprema de Justicia ha venido imponiendo condenas por el concepto de que se trata, cuando se produce la muerte, hasta en $60.000.000, concretamente en sentencias SC-13925 de 30 de septiembre 2016, radicación No. 05001-31-03-003-2005-00174-01 y SC-15996 de 29 de noviembre de 2016, radicación #11001-31-03-018-2005-00488-01 y lo reiteró en auto AC043-2017, del 17 de enero de 2017, en proceso con radicación  No. 11001-02-03-000-2016-02863-00.
En este caso, se solicita suma superior, frente a situación totalmente diferente, pues no se reclama la indemnización por la muerte de un pariente cercano, ni son los reclamantes las víctimas directas del daño. Por tanto, se fijarán en la suma de $15.000.000 para cada una de las personas referidas, sin que haya lugar a indexación alguna como lo proponen los recurrentes porque el daño moral no la admite, como de tiempo atrás lo ha sostenido la CSJ.  Al efecto pueden verse por ejemplo las sentencias  del 17 de noviembre de 2011, con ponencia del Dr. William Namén Vargas, expediente 11001-3103-018-1999-00533-001 y SC15996-2016 del 29 de noviembre de 2016, con ponencia del Dr. Luis Alfonso Rico Puerta.
8.2 Reclamaron los mismos demandantes, por el daño a la vida de relación, una indemnización equivalente a 50 salarios mínimos legales mensuales.

Ese daño guarda relación con la afectación de la esfera exterior del individuo y que resulta alterada cuando se disminuye su calidad de vida o se imposibilita o dificulta relacionarse con las personas o las cosas y en general, cuando circunstancias como esas le impiden disfrutar la vida en condiciones normales y por ende, la persona se ve obligada a soportar su existencia en condiciones más difíciles que los demás y que antes de producirse el daño, no existían.

En ninguno de los hechos de la demanda, se describió la forma como se produjo el cambio de condiciones en la vida social y familiar de los demandantes distintos a la víctima directa del accidente, que fueron los únicos impugnantes. Y aunque no desconoce esta Corporación que las lesiones corporales que sufrió la señora Gloria Patricia Buitrago Guarín deben producir consecuencias negativas en el ámbito social y familiar de sus seres queridos, las mismas deben ser claramente descritas en la demanda con la que se inició el proceso, como garantía del derecho de defensa de los demandados y para respetar el principio de congruencia de la sentencia consagrado en el artículo 281 del CGP que manda al juez dictarla de acuerdo con los hechos aducidos en la demanda y en las demás oportunidades señaladas en ese mismo estatuto.

En conclusión, ante la ausencia de los supuestos fácticos que de manera clara indiquen la forma en que se produjo el daño de que se trata, del mismo no puede predicarse su existencia. Así lo explica la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC7824-2016 del 15 de junio de 2016, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco, en la que dijo:

“… al observar la demanda aducida y su reforma, integradas en un solo documento, encuentra la Corte que el actor fue quien, desde el comienzo, fusionó tanto el detrimento moral como el de vida de relación, por tanto, el ad-quem, se limitó a pronunciarse alrededor de una sola clase de detrimento…

Dado que se trata de detrimentos distintos, que no pueden ser confundidos, al ser reclamados debió indicarse un referente económico  para cada uno de ellos, aspecto que no se hizo; además, su naturaleza, diferente a la del daño moral, comporta una afectación proyectada a la esfera externa de la víctima, sus actividades cotidianas; relaciones con sus más cercanos, amigos, compañeros, etc., a diferencia de los daños morales que implican una congoja; impactan, directamente, su estado anímico, espiritual y su estabilidad emocional, lo que, sin duda, al describirse en el libelo respectivo de qué manera se exteriorizan, deben mostrarse diversos, empero, como se anunció líneas atrás, su promotor cuando expuso el factum del debate describió unas mismas circunstancias como indicadoras de los dos daños. 

Y, si, en gracia de discusión, la Corte aceptara que en el escrito incoativo fueron pedidos de manera autónoma e independiente los daños morales y de vida de relación, habría que concluir, prontamente, que el impugnante no señaló, puntualmente, de qué forma se le generó el daño a la vida de relación, pues, como atrás se indicó, no hubo señalamiento concreto de la repercusión en el círculo o frente a los vínculos de la actora. Es más, no se apreció o describió, en particular, qué nexos o relaciones se vieron afectadas, sus características o la magnitud de tal incidencia. Resulta incontrovertible que toda limitación en la salud física o mental de un individuo impacta negativamente su entorno; sin embargo, ante una reclamación judicial, no puede la víctima dejar al juez conjeturar las repercusiones concretas de esa situación perjudicial y, en el presente asunto, la afectada se despreocupó de indicar las particularidades del detrimento denunciado, luego, no es dable aseverar su existencia real, determinada y concreta…”.

Por lo anterior y ante la falta de supuestos facticos y pruebas que sustenten la solicitud de reconocimiento de los daños a la vida de relación, se desestimará esta pretensión.

9. El demandado llamó en garantía a QBE Seguros, con fundamento en que la empresa Transportadores Especiales del Otún SAS, en cumplimiento de su obligación legal, contrató con esa sociedad la póliza colectiva de seguros de responsabilidad civil contractual y extracontractual, que ampara todos los vehículos vinculados a ella, entre ellos el identificado con placas WTH 839 de su propiedad, distinguida con el No. 104142001257, con vigencia entre el 16 de junio de 2009 y el mismo día del año 2010. 

El artículo 64 del CGP, dice: “Quien afirme tener derecho legal o contractual a exigir de otro la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia que se dicte en el proceso que promueva o se le promueva,… podrá pedir, en la demanda o dentro del término para contestarla, que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación”.

Esa figura supone la existencia de un derecho legal o contractual de exigir a un tercero el reembolso del pago que con motivo de una sentencia de condena tuviese que hacer el llamante y en tal forma surge en el proceso una nueva relación, diferente a la que es objeto de las pretensiones contenidas en la demanda, aunque entre ellas exista una necesaria dependencia, de manera tal que únicamente de producirse una sentencia de condena resultará viable resolver sobre la garantía. 

Como en este caso se ha de declarar la responsabilidad del demandado que solicitó la intervención de la compañía de seguros y se le condenará a pagar algunos de los perjuicios reclamados, se analizará la relación material existente entre ellos, para lo cual debe quedar plenamente acreditado la existencia del contrato que celebraron; su vigencia para la época en que acaecieron los hechos y si el riesgo que ampara comprende el perjuicio a cuya reparación tiene derecho el demandante.

En el asunto bajo estudio ese contrato carece de prueba, pues en la póliza a que  alude el  primero como sustento de sus pretensiones, no figura él como tomador o asegurado, sino la empresa Transportes Especiales del Otún Ltda. con esas dos calidades; como asegurador la empresa QBE y como beneficiario los pasajeros y/o conductor.

Y aunque se incluye como vehículo asegurado, aquel de propiedad del accionado, con el que se causaron los daños, se reitera, no es él la persona asegurada; lo fue la empresa a la que se encontraba afiliado el vehículo, respecto de su propio interés y no del de otra persona.
En relación con el interés asegurable dice el artículo 1083, inciso 1º del Código de Comercio: «Tiene interés asegurable toda persona cuyo patrimonio pueda resultar afectado, directa o indirectamente, por la realización de un riesgo. […]».

Y sobre el tema, ha dicho la CSJ: 
“Para dilucidar el tema es necesario acotar en primer término que de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 1045 y 1083 del Código de Comercio, el “interés asegurable” constituye uno de los elementos esenciales del contrato de seguro, y, particularmente en la especie de este asunto, lo tiene “toda persona cuyo patrimonio pueda resultar afectado, directa o indirectamente, por la realización de un riesgo”. En el seguro de daños lo ostenta quien esté interesado en que no se produzca el siniestro, por encontrarse en alguna correspondencia económica con la cosa asegurada…

Por tanto, ha de señalarse que esta especie de beneficio estriba en la relación de carácter pecuniario que en forma lícita da a conocer el asegurado sobre un derecho, un bien, o un conjunto de aquéllos y de éstos, cuyo dominio, uso o aprovechamiento resulte amenazado por uno o varios riesgos.
Bajo ese supuesto, en principio, sobre un mismo objeto pueden concurrir diversos intereses, sean directos o indirectos, motivo por el cual cuando varias personas son titulares de unos u otros, cada una separada o conjuntamente, simultánea o sucesivamente, puede asegurar lo que a su provecho corresponda…
Ahora, y como lo entendió el ad quem, en tanto que en el caso sub judice el interés del tomador atañe a una cierta relación económica, no resulta indispensable que coincidan la persona o personas involucradas en ella con quienes son los titulares del derecho de dominio como principal relación jurídica predicable del bien afectado con la realización del riesgo, mucho más, si inclusive el beneficio puede ser indirecto, como expresamente lo consigna la ley comercial. Tal acontecería al concurrir el “interés asegurable” del dueño y del poseedor material de la misma cosa, o el de aquél y el del usufructuario; la sociedad que sufre directamente la pérdida y sus socios que indirectamente pueden verse afectados. En cada una de estas hipótesis todos los sujetos tendrían, en su medida, una utilidad pecuniaria lícita y nada les impediría, entonces, que por medio del contrato de seguro cualquiera de ellos pretendiera cubrirse de las secuelas dañinas de un riesgo que, derechamente o por reflejo, alcance a significarles un menoscabo patrimonial…” (Sentencia del 25 de enero de 2008, MP. Ruth Marina Díaz Rueda, expediente 05001-3103-013-2001-00171-01).

Son varias entonces las personas que pueden tener un interés asegurable en el seguro de transporte terrestre, entre ellos, el propietario del vehículo y la empresa a la que este se encuentre afiliado, pues el patrimonio de cada uno puede resultar afectado, como en el caso concreto, cuando con ese automotor  se causa un daño, en razón a que responden solidariamente una vez declarada su responsabilidad. Empero, en este caso, fue la última la que tomó el seguro de manera exclusiva, y no el primero, razón por la cual, como ya se había indicado, carece de interés asegurable.

En consecuencia, no demostrado el contrato de seguro entre el demandado y la compañía aseguradora, se negarán las pretensiones que el primero pretendía obtener con el llamado que hizo a la segunda.

CONCLUSIONES Y FALLO

Se revocará parcialmente la sentencia que se revisa. En su lugar, se declarará infundada la excepción de prescripción propuesta por el señor José Belzar Rodríguez Rico y las demás planteadas y se accederá a las pretensiones de la demanda elevadas por los señores Jorge Hernán Loaiza Taborda y Leandro Loaiza Buitrago, pero solo se les reconocerán los perjuicios morales, en la cuantía indicada en la parte motiva de esta providencia.

Se negarán las solicitudes contenidas en el llamamiento en garantía.

El demandado cancelará las costas causadas en ambas instancias, a favor de los señores Jorge Hernán Loaiza Taborda y Leandro Loaiza y de la lamada en garantía, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará en Sala Unitaria, por auto posterior.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

F A L L A :

PRIMERO: REVOCAR la  sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 20 de marzo de 2018, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que instauraron los señores Gloria Patricia Buitrago Guarín, Jorge Hernán Loaiza Taborda y Leandro Loaiza Buitrago contra el señor José Belzar Rodríguez Rico y  en el que se llamó en garantía a QBE Seguros, excepto en cuanto negó las pretensiones elevadas por la primera y el reconocimiento del daño a la vida de relación que reclamaban los dos siguientes, que se confirma. 

SEGUNDO: Declarar responsable al señor José Belzar Rodríguez Rico de los perjuicios morales causados a los señores Jorge Hernán Loaiza Taborda y Leandro Loaiza Buitrago, con motivo del accidente de tránsito de que dan cuenta los hechos de la demanda y se le condena a  pagarles, a cada uno, la suma de $15.000.000 dentro de los cinco días siguientes a la ejecutoria de esta providencia; de no hacerlo, pagarán intereses moratorios a la tasa del 6% anual.
TERCERO: Se declaran no probadas las excepciones de fondo propuestas.
CUARTO: Negar las pretensiones que hizo el demandado a la sociedad llamada en garantía, QBE Seguros S.A.

QUINTO: Costas en ambas instancias a cargo del accionado, a favor de los señores Jorge Hernán Loaiza Taborda y Leandro Loaiza Buitrago y de la sociedad QBE Seguros S.A., las que serán liquidadas por el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará en Sala Unitaria, por auto posterior.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JYMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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